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León, Guanajuato a 13 trece de marzo del año 2009 dos mil nueve. . . 
V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 142/2008-JN, promovido por el ciudadano Francisco Manuel Nava García; en su carácter de Representante Legal de “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación de los actos impugnados a la parte actora, toda vez que manifiesta que le fueron notificados el 27 veintisiete de mayo de 2008 dos mil ocho, lo que se corrobora de las actas de notificación practicadas en esa fecha, aportadas por la misma. . . . . 

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en los oficios con número OF/TML/399/2008 (trescientos noventa y nueve diagonal dos mil ocho), y OF/TML/400/2008, (cuatrocientos diagonal dos mil ocho), ambos de fecha 23 veintitrés de mayo del año 2008 dos mil ocho (visibles a fojas 19 diecinueve y 23 veintitrés); se acredita con los originales de los señalados documentos, los que acompañó la parte actora a su demanda y fueron admitidos como prueba de su parte; documentales que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . .
CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Francisco Manuel Nava García, en el presente proceso administrativo, se encuentra debidamente acreditada con el original de la Escritura Pública número 4,053 cuatro mil cincuenta y tres, de fecha 18 dieciocho de agosto de 1989 mil novecientos ochenta y nueve; tirada por la Licenciada María del Carmen Anaya Velázquez, titular de la Notaría Pública número 92 noventa y dos, en legal ejercicio en este Municipio; en la cual se hizo constar la asamblea general extraordinaria de accionistas de la persona moral denominada “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y en la que se advierte que en el Acuerdo Tercero, se designó como Administrador Único de la sociedad, al Señor Francisco Manuel Nava García, en que cuenta, entre otras, con facultades para pleitos de cobranzas, y las establecidas en el artículo 14 decimocuarto, de los Estatutos sociales de la sociedad, sin limitación alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Documento que presentado en original, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, del citado Código, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- En cumplimiento a lo establecido en la fracción I, del artículo 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa, siendo que ello estriba en que la parte actora señala ilegalidad en la emisión de los oficios impugnados, al aducir que no se señaló la competencia de la autoridad emisora y, que tales oficios carecen de la debida fundamentación y motivación, en virtud de que la autoridad demandada parte de un error para llegar a la conclusión que realiza. . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia  prevista en la fracción IV, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que refieren que la parte actora consintió los actos impugnados, toda vez que los oficios que determinaron que la empresa era sujeta del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, fueron los de fecha 24 veinticuatro de abril del año 2008 dos mil ocho, y que contra tales oficios no presentó recurso alguno, pues los oficios que impugna, no cambiaron, ni afectaron su situación jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta infundada, toda vez que los oficios impugnados, si bien es cierto, remiten a los oficios de fecha 24 veinticuatro de abril del año 2008 dos mil ocho, también lo es que constituyen la respuesta definitiva de la autoridad fiscal en el ámbito municipal, a los planteamientos expresados por la parte actora en sus escritos de fecha 20 veinte de mayo del mismo año; por lo que los oficios emitidos por la autoridad el 23 veintitrés de mayo del año pasado, son complementarios de los de fecha 24 veinticuatro de abril, pues en ellos se reafirma lo que se había determinado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, tampoco se actualiza la citada causal de improcedencia, en razón de que, ni aún considerando para el cómputo del término de los 30 treinta días para promover el proceso, en contra de los oficios de fecha 24 de abril del 2008 dos mil ocho, notificados el 28 veintiocho de ese mes; sería extemporáneo el proceso, pues estaría dentro del término legal (30 treinta días con que contaba la parte actora para impugnar); dado que el último día del término para promover la demanda, fue el 12 doce de junio del año 2008 dos mil ocho y en el caso que se resuelve, la demanda se presentó ante la Oficialía común de partes de los Juzgados Administrativos Municipales el día 9 nueve de junio del año próximo pasado, según se desprende del sello de recibido, por lo que se encuentra presentada la demanda dentro del término legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
También hacen valer la causal de improcedencia derivada de la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que aducen que no se afectan los intereses jurídicos de la parte actora, porque los oficios impugnados son la respuesta a una solicitud que la misma parte actora formuló, y que los oficios que sí inciden en su esfera jurídica, fueron los de fecha 28 veintiocho de abril del año 2008 dos mil ocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia, en razón de que si bien es cierto, los oficios impugnados -de fecha 23 veintitrés de mayo-, constituyen la respuesta a la petición formulada por la parte actora, también lo es que, previamente la autoridad fiscal determinó que la persona moral “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable, era sujeto del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, requiriéndole entonces que presentara la determinación de la base gravable para el pago del impuesto; además de que los oficios combatidos se refieren a la determinación del impetrante del proceso, como sujeto del pago del impuesto antes referido, por lo que se encuentran estrechamente vinculados con los mencionados requerimientos de fecha 24 veinticuatro de abril del año próximo pasado (visibles a fojas 27 veintisiete a 28 veintiocho, y 32 treinta y dos a 33 treinta y tres), por lo que sí existe afectación a los intereses jurídicos de la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, las autoridades demandadas también plantean que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que la demanda no expresa conceptos de impugnación, ni acredita con lo manifestado, alguna violación a sus derechos. . . . 
Es infundada esta causal, dado que en el escrito de demanda, la actora sí formuló conceptos de impugnación, los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por la impetrante del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . .  

Por último, el Director General de Egresos, manifiesta que respecto de ésa autoridad, el acto impugnado es inexistente, conforme lo dispone el artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa ya invocado, toda vez que no emitió acto alguno, sino que, actuó en suplencia del Tesorero Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que sí se actualiza, en razón de que los oficios impugnados fueron emitidos actuando en suplencia del Tesorero Municipal; pues del análisis de dichos actos impugnados, se desprende que fueron firmados por el Contador Público Luis Jiménez Romero;  pero de conformidad con lo señalado en el artículo 52, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, toda vez que fue designado por el Presidente Municipal para suplir la ausencia del Tesorero Municipal y así se corrobora con el oficio anexo a su escrito de contestación (Visible en la foja 108 de la presente causa administrativa). . . . . . . . . 

Luego entonces, al actualizarse la causal de improcedencia señalada, en términos de lo dispuesto en el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede Sobreseer el proceso en contra del Director General de Egresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por el Tesorero Municipal demandado, y no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en contra de los oficios impugnados al Tesorero Municipal. . . . 

De las constancias que integran la presente causa administrativa y de los propios hechos narrados por el representante de la Sociedad Mercantil actora, se desprende que a dicha persona moral, respecto de los establecimientos de boliche propiedad de la actora, ubicados en: Boulevard Juan Alonso de Torres número 2002 dos mil dos, interior del centro comercial Plaza Mayor, local 41-B (Cuarenta y uno guión B), de la colonia Valle del Campestre de esta ciudad; y Boulevard Mariano Escobedo número 2,719 dos mil setecientos diecinueve, oriente, colonia La Martinica, de esta ciudad; se consideró que estaba obligada al pago del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas, al actualizarse lo previsto en la fracción II, del artículo 199, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, motivo por el cual se le requirió para que presentará la determinación de la base gravable para el pago de dicho impuesto, lo que se corrobora con los documentos que, con fecha 24 veinticuatro de abril del año 2008 dos mil ocho, emitió el Tesorero Municipal; mismos que fueron admitidos como prueba documental a la parte actora y que obran en original en los autos de la presente causa administrativa, mereciendo pleno valor probatorio atento a lo que disponen los artículos 78 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de documentos públicos al haber sido emitidos por un servidor público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Con motivo de lo anterior, con fecha 20 veinte de mayo del 2008 dos mil ocho, el ciudadano Francisco Manuel Nava García, en su carácter de representante de “Bolimex”, Sociedad Anónima de Capital Variable, presentó al Tesorero Municipal, un escrito (visible a fojas 38 treinta y ocho a 41 cuarenta y uno de la presente causa administrativa), en el que respecto a los requerimientos formulados, entre otras manifestaciones, precisa: “I.- Que mi representada no tiene obligación de presentar base gravable para el pago del Impuesto Sobre Juegos y Apuestas Permitidas……al no ser mi representada sujeto de dicho impuesto...;  A mayor abundamiento, en el caso de mi representada no se actualiza ninguna de las hipótesis previstas en el artículo 199, fracción II de la Ley de Hacienda para los Municipios el Estado de Guanajuato, toda vez que en los establecimientos de su propiedad no se practican apuestas”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A dicho escrito recayeron los oficios ahora impugnados, en donde se le indicó a la actora: “……se le hace de su conocimiento que debe estarse a lo acordado en los oficios de fecha 24 de abril de 2008 que le fueron notificados el 28 de abril de 2008”, señalándose como fundamento, entre otros dispositivos legales, el artículo 199, fracciones I y II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

Así las cosas, de los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, este Juzgador se avocará al estudio de aquel que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el tercer concepto de impugnación (o concepto de anulación, como lo refiere); sin necesidad de transcribir los demás, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el tercer concepto de impugnación, en esencia aduce la parte actora que: los oficios controvertidos se encuentran indebidamente fundados y motivados porque no se actualiza la hipótesis prevista en la fracción II, del artículo 199, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, toda vez que en los establecimientos de su propiedad no se practican apuestas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Es fundado el concepto de impugnación en comento, en razón de que  los oficios impugnados, los que se basan a su vez en los oficios de fecha 24 veinticuatro de abril del 2008 dos mil ocho, se encuentran indebidamente fundados y motivados, toda vez que al caso particular no resultaba aplicable la fracción II, del artículo 199, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues no se acredita que en tales establecimientos propiedad de la actora se practiquen apuestas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, se encuentran indebidamente fundados los oficios impugnados, porque en los mismos solo se remite a que se “esté a lo acordado” en los oficios de fecha 24 veinticuatro de abril, y en tales oficios, -que en realidad son requerimientos-, únicamente se hace referencia a que atendiendo a las actividades que la empresa actora desarrolla en sus establecimientos, se encuentra obligada al pago del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas y señala textualmente la autoridad: “actividad que se encuentra regulada en las hipótesis jurídicas señaladas en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en su artículos 199 fracción II...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De donde se advierte con claridad que se encuentran indebidamente fundados, pues la aplicación al caso concreto de la fracción II, del artículo 199, señalado es incorrecta; pues como bien lo hace valer la actora, en sus establecimientos no se llevan a cabo apuestas relativas a frontones, carreras de caballos, peleas de gallos, ni relativas a otros espectáculos, sino como bien lo señala la propia autoridad demandada en los oficios de fecha 23 veintitrés de mayo del año 2008 dos mil ocho, la actividad que desarrolla la empresa señalada, es la de instalación y explotación de centros de boliche, por lo que entonces la aplicación de la fracción II, del multicitado precepto es incorrecta; por que en todo caso debió haberse puntualizado que la fracción aplicable al caso concreto era la fracción I, sin que así lo haya realizado la autoridad en ninguno de sus dos oficios; de ahí que se encuentran indebidamente fundados los oficios referidos. . . 

Indebida fundamentación que también se desprende del contenido de los oficios de fecha 23 veintitrés de mayo del año 2008 dos mil ocho; en los que se señala como fundamento lo dispuesto en el artículo 199, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; tanto en su fracción I, como en la II; pero no especifica cual de tales fracciones se aplica en el caso concreto; pues establecen diferentes supuestos, sin que se desprenda de las constancias de la presente causa administrativa, que ambas fracciones resulten aplicables. . . . . . . . . 

Ahora bien, de la lectura integra de los actos impugnados, se advierte que se encuentran indebidamente motivados, en razón de que la autoridad demandada omitió precisar las razones o causas por las que estima que los establecimientos propiedad de la parte actora se ubican en los supuestos previstos de las fracciones I y II, del artículo 199, de la multicitada Ley de Hacienda; pues solo de manera genérica señala dichas fracciones, de igual manera también se advierte que el objeto de la empresa actora, es el de instalación y explotación de centros de boliche y en base a ello, debió la autoridad municipal, precisar en cuál de las 2 dos fracciones, del artículo 199, encuadra dicha actividad; sin que se hayan expresado mayores razones por parte de la autoridad; lo que lleva a este Juzgador a concluir que efectivamente se encuentran indebidamente motivados los actos que se impugnan . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, al afectar, los oficios impugnados, la esfera jurídica de la parte actora, toda vez que en los mismos se establece que se encuentra obligada al pago del impuesto sobre juegos y apuestas permitidas y se le requiere presente la determinación de la base gravable de dicho impuesto, fundando, por un lado (el 24 veinticuatro de abril de 2008 dos mil ocho), el requerimiento en la fracción II, del artículo 199, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y, por otro (el 23 veintitrés de mayo de 2008), en las fracciones I y II, de dicho dispositivo legal, sin precisar cual de las hipótesis previstas en esas  fracciones se actualiza; se concluye que los oficios materia de la litis, se emitieron con infracción a los requisitos formales, como lo son la debida fundamentación y motivación en el propio texto del acto; ya que, al consistir la fundamentación del acto de autoridad, en “la cita del precepto legal aplicable al caso, incluyendo los incisos, fracciones o apartados respectivos”, en tanto que por motivación debe entenderse como “las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento”, se llega a la conclusión de que, en el caso sometido al análisis de este Juzgador, no se cumplieron con tales formalidades esenciales, por lo que se incumplió con el principio de legalidad que refiere que todo acto de autoridad que incida en la esfera jurídica de un particular debe encontrarse fundado y motivado. . . . . . . . . . . 

Por lo tanto, al encontrarse indebidamente fundados y motivados los actos que se impugnan, no existe impedimento para que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se decrete la Nulidad Total de los oficios números OF/TML/399/2008 (trescientos noventa y nueve diagonal dos mil ocho), y OF/TML/400/2008, (cuatrocientos diagonal dos mil ocho), ambos de fecha 23 veintitrés de mayo del año 2008 dos mil ocho; al actualizarse la causa de nulidad prevista en la fracción II, del artículo 302, del señalado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Como apoyo a lo anterior, se hace propio de este Juzgador, el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 119 de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÒN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- En virtud de que el tercer concepto de impugnación resultó fundado y es suficiente para declarar la ilegalidad y en consecuencia la nulidad total de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos por la impetrante del proceso administrativo, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 261, fracción VI, 262, fracción II, 299, 300, fracción II y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso, respecto del Director General de Egresos demandado, conforme a las consideraciones lógicas y jurídicas precisadas en Considerando Sexto de la presente sentencia . . . . . . . . . . . .  

TERCERO.-  Procedió el proceso administrativo en contra de los actos impugnados al Tesorero Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Se decreta la Nulidad Total de los actos impugnados al  Tesorero Municipal por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
